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ACUERDO 34/2008, DE 18 DE MARZO, DEL PLENO DEL CONSEJO DEL AUDIOVISUAL DE CATALUÑA
I. A fecha de 14 de marzo de 2007 el Consejo aprobó, mediante el Acuerdo 83/2007, los “Criterios de interpretación de las obligaciones que integran el régimen de los prestadores del servicio de televisión digital terrestre de ámbito local en materia de programación original, producción propia, emisión en cadena y sindicación de contenidos”, previamente aprobados por la Comisión De Operadores con fecha de 30 de enero de 2007. Así mismo, el Consejo aprobó también someter dicho Acuerdo a consulta pública durante un periodo de dos meses con el objetivo de recibir las correspondientes aportaciones, sugerencias y comentarios por parte de cualquier ciudadano interesado, previamente a su aprobación definitiva.
Una vez concluido dicho periodo de consulta pública a través de la página web del Consejo, y a la vista de las diferentes alegaciones presentadas, el Gabinete de la Presidencia y el Área Jurídica del Consejo ha informado de lo siguiente:
“INFORME EN RELACIÓN CON LAS ALEGACIONES PRESENTADAS A LA PROPUESTA DE CRITERIOS DE INTERPERTACIÓN DE LAS OBLIGACIONES QUE INTEGRAN EL RÉGIMEN DE LOS PRESTADORES DEL SERVICIO DE TELEVISIÓN DIGITAL TERRESTRE DE ÁMBITO LOCAL EN MATERIA DE PROGRAMACIÓN ORIGINAL, PRODUCCIÓN PROPIA, EMISIÓN EN CADENA Y SINDICACIÓN DE CONTENIDOS”.
1.- Introducción.
Las alegaciones presentadas durante la consulta pública a la cual ha sido sometida la propuesta de referencia se pueden dividir en dos grandes grupos: En primer lugar, aquellas que, recogiendo y asumiendo los criterios establecidos, los toman como punto de partida para la formulación de una serie de propuestas para precisarlos y complementarlos; y en segundo lugar aquellas que consisten esencialmente en la formulación de observaciones y discrepancias respecto a la orientación y finalidades de la propuesta. 
2.- Alegaciones que pretenden precisar y complementar la propuesta de criterios.
Se trata de las alegaciones formuladas por parte de la Red Audiovisual Local, TV Costa Brava, Mola TV, Televisiones Locales de Proximidad, Cat4 TV, Consorcio Digital Mataró-Maresme, Badalona Comunicació, Barcelona TV y Comunicàlia. Las alegaciones pueden sistematizarse de la siguiente manera, teniendo en cuenta, en cualquier caso, que no todos los interesados recogen todas y cada una de ellas si bien existe, en esencia, una cierta uniformidad en cuanto al modelo.
a) Se solicita que la imputación del porcentaje del tiempo de redifusión (25%) de un determinado contenido en relación con el cómputo correspondiente a la programación original (y/o incluso la producción propia) se pueda llevar a cabo, de igual forma, en las franjas correspondientes a las 23:00 a 25:00 horas, 16:00 a 20:00 horas y 8:00 a 14:00 horas. Respuesta: La Ley es taxativa a la hora de establecer las franjas de emisión obligatoria de programación original, de tal forma que fuera de estas no se puede computar ningún tiempo de emisión. No obstante, se propone computar con un 100% de porcentaje del tiempo de difusión la reemisión, dentro de las franjas legalmente previstas, de contenidos relacionados con noticias u otros acontecimientos que tengan un claro interés y vinculación respecto a la comunidad local correspondiente, siempre y cuando esta reemisión se lleve a cabo a lo largo de un máximo de veinticuatro horas respecto a la primera emisión. 
b) Se solicita que las tres repeticiones previstas en el punto anterior computen en un 50% durante el fin de semana, dada la dificultad generalizada para garantizar los mínimos de producción original el fin de semana Respuesta: La propuesta ha sido objeto de respuesta en el apartado anterior. No obstante, se propone acoger el citado cómputo del 50% en relación al fin de semana, siempre y cuando las repeticiones se emitan dentro de las franjas horarias de emisión legalmente establecidas.
c) Se propone que entre el 15 de julio y el 15 de septiembre (periodo estival) las televisiones tengan la posibilidad de computar las reemisiones de series de programas de producción propia como si fueran originales, con un máximo de tres repeticiones íntegras en un periodo de 5 años Respuesta: Tal y como se formula y se argumenta en la propuesta de criterios, la producción propia y la programación original no son conceptos sinónimos, de tal forma que no pueden estar necesariamente vinculados. Se propone aceptar la alegación en el sentido que, dentro de las franjas legalmente previstas, la reemisión de programas originales durante el periodo estival pueda computar al 100%, a la vista de los problemas que efectivamente plantea el citado periodo a los prestadores.
d) Se propone que, en relación a las películas y documentales cuyos derechos de emisión se adquieren y se incorporan dentro de un contenedor de producción propia, se contabilice la parte proporcional a la duración de la producción propia, siempre y cuando esta producción supere los 15 minutos de duración Respuesta: Una vez más, es necesario puntualizar que no se puede confundir producción propia con programación original. Por otra parte, la presencia de una parte significativa (más de 15 minutos) de programación original dentro de un programa contenedor de películas y documentales debería permitir computar íntegramente esta parte como programación original, siempre y cuando la mayor parte del programa sea emitido dentro de las franjas horarias legalmente establecidas.
e) Se propone que se prevea la posibilidad de superar el límite de 25 horas semanales de emisión simultánea para poder programar la retransmisión de acontecimientos especiales en cadena, como la diada del Once de Septiembre, los especiales de elecciones, etc., previa autorización del Consejo. Respuesta: En los supuestos en los que exista una imposibilidad constatable de emitir mediante señales diversos acontecimientos de especial relevancia e interés desde el punto de vista del acceso de los ciudadanos a la información, y con independencia de la tecnología efectivamente utilizada, no se considerará que la retransmisión coincidente de los mismo entre dentro del concepto legal de emisión simultanea. 
3.- Alegaciones que formulan observaciones y discrepancias respecto a la orientación y finalidades de la propuesta.
a) Alegaciones formuladas por parte de M&M Infonet Associated:
a.1.- Los criterios de interpretación que se contiene en la propuesta constituyen un fraude de ley que permite vulnerar las limitaciones legales impuestas a las emisiones en cadena, aplicando una redefinición contra ley de las bases del concurso y, en consecuencia, de los compromisos asumidos por parte de los adjudicatarios. Respuesta: tal como se desprende de una lectura mínimamente atenta del contenido de la propuesta del Consejo, se trata de la formulación de toda una serie de criterios interpretativos que permitan llenar de contenido y sistemática las diferentes normas legales aplicables, aportando un mayor grado de seguridad jurídica a los prestadores. No existe pues ningún tipo de contradicción ni alteración de las bases a partir de las cuales se adjudicaron las concesiones correspondientes, sino solo y estrictamente una mayor precisión y acotamiento del marco normativo aplicable a la prestación del servicio.
a.2.- El proyecto de instrucción es ambiguo y no responde a las mínimas exigencias de seguridad jurídica. Respuesta: Tal como señalan los propios alegantes en otras partes de su escrito, la propuesta formula una serie de criterios de interpretación, pero en ningún caso se trata de un proyecto de instrucción, es decir, de disposición de carácter general. En ningún momento el Consejo ha realizado una afirmación en este sentido, y el procedimiento de aprobación que se está siguiendo difiere del de las instrucciones. Esto explica también, obviamente, que la propuesta no presente la forma de texto articulado. Es necesario insistir una vez más en el hecho que el Consejo, con la propuesta de referencia, no pretende innovar el ordenamiento y por lo tanto modificar el régimen normativo al cual se encuentran sujetos los prestadores del servicio de televisión digital local, sino que se trata de explicar los criterios sobre cuya base las diferentes normas serán objeto de interpretación y de aplicación cuando corresponda.
b) Alegaciones formuladas por parte de la Asociación Catalana de Televisión:
b.1.- Sobre la base del principio de “favor libertatis” contenido en la jurisprudencia constitucional, las limitaciones a las emisiones coincidentes o en cadena deben proceder necesariamente de la ley, sin que pueda establecer este tipo de limitaciones al ejercicio de una actividad discrecional de otra institución, como pueda ser el Consejo. Respuesta: Tal y como se ha señalado anteriormente, la formulación de los criterios de referencia no responde al ejercicio de ninguna potestad discrecional, sino exclusivamente a la voluntad del Consejo de explicitar los criterios sobre cuya base las diferentes normas serán objeto de interpretación y de aplicación cuando corresponda. No se trata, en definitiva, de la introducción de otras limitaciones o regulaciones diferentes de las contenidas en el régimen jurídico aplicable a los prestadores del servicio de televisión digital local.
b.2.- La disposición adicional 30.2 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, modifica y deroga parcialmente el artículo 7 de la Ley 41/1995, de 22 de diciembre, de televisiones locales, permitiendo la emisión en cadena en un número mucho más amplio de supuestos que los contemplados en la propuesta de criterios: cuando las emisiones coincidentes no sean simultaneas o, en caso de serlo, la conexión de los servicios de difusión correspondientes no sobrepase las cinco horas diarias y las veinticinco semanales. En cualquier caso y, en consecuencia, el ámbito legítimo y exclusivo de intervención del Consejo se circunscribirá a la autorización de los supuestos en los cuales se pretendiera sobrepasar estos últimos límites cuantitativos. Respuesta: de acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal Supremo, las derogaciones tácitas se deben interpretar de forma necesariamente restrictiva y solo cuando exista una contradicción insalvable entre dos normas aparentemente enfrentadas. En realidad, y tal como ya se había señalado en la propuesta de criterios sometida a consulta pública, la citada norma en primer lugar no modifica el precepto citado en último lugar, sino que acota las posibilidades de emisión simultánea de contenidos, sin prejuicio de los otros límites que igualmente se establecen. Dicho de otra forma: la Ley 62/2003 concreta y limita los supuestos de emisión simultanea de contenidos de forma más restrictiva que el límite genérico del 25% previsto en el artículo 7 de la Ley 41/1995; no obstante, en ningún momento altera la definición de cadena y los límites a la emisión de contenidos meramente coincidentes que igualmente prevé el citado precepto. En consecuencia, la interpretación propuesta no puede ser aceptada.
b.3.- El Consejo no puede decidir de forma discrecional la noción de sindicación de contenidos, especialmente mediante la formulación de una definición que no recoge literalmente las palabras del pliego de cláusulas.  Respuesta: La sindicación de contenidos es un concepto jurídico indeterminado que debe ser necesariamente definido por parte de la autoridad de regulación como condición previa a su aplicación. Esta tarea de definición, pues, no es ni puede ser discrecional, sino que consiste en un ejercicio estrictamente hermenéutico que parte de las diferentes normas aplicables, pero que incorpora igualmente, a la vista y como consecuencia de la necesidad de precisarlas y acotarlas en mayor medida, las características definitorias comúnmente aceptadas por parte de la comunidad científica dentro del ámbito de la comunicación.
b.4.- Se solicita que la propuesta incorpore una adecuada delimitación del concepto legal de formación de cadenas, a la vista de los cambios legislativos operados por parte de la disposición adicional 32 de la Ley 62/2003, de 30 de septiembre, y el artículo 3.10 de la Ley 10/2005, de 10 de junio.  Respuesta: Tal y como se indica en el propio título de la propuesta, se trata de la formulación de criterios de interpretación en relación con las obligaciones que integran el régimen de prestación del servicio de televisión digital terrestre local, en cuanto, entre otros aspectos estrictamente relacionados con los contenidos, a la emisión en cadena. En consecuencia, la propuesta no ha tenido en ningún momento la voluntad de delimitar el ámbito legitimo de la formación de cadenas sobre la base de la existencia de determinadas posiciones, estructuras o acuerdos que permitan el control de más de una sociedad o la titularidad de diversos títulos habilitantes. Esta es una materia vinculada al régimen legal de tutela del pluralismo que escapa completamente del ámbito de la propuesta. No procede pues que el Consejo se pronuncie sobre esta materia en el presente contexto.
Barcelona, 9 de enero de 2008
II. El Consejo del Audiovisual de Cataluña, en ejercicio de sus competencias, ha participado de forma decisiva en el proceso de implantación de la televisión digital local en nuestro país. Esta institución emitió su informe preceptivo y vinculante en ocasión de la elaboración del pliego de cláusulas que debía regir el correspondiente procedimiento administrativo de adjudicación de títulos habilitantes, así como fue también en base al correspondiente informe preceptivo y vinculante del Consejo que el Gobierno de la Generalitat  finalmente otorgó los citados títulos, al resolver el concurso para la adjudicación del servicio público de televisión digital local de gestión indirecta para los particulares, mediante el cual se otorgaron 56 programas en 21 demarcaciones. 
III. De acuerdo con las condiciones recogidas en el Pliego de cláusulas administrativas y particulares que rigieron este concurso de adjudicación, los concesionarios han contraído diversas obligaciones en materia de producción propia y programación originales. Además, resulta imprescindible en un momento en el cual el inicio de la prestación del servicio por parte de los correspondientes concesionarios  es inminente, que el Consejo clarifique y haga públicos los criterios específicos sobre cuya base interpretará y aplicará el amplio y a menudo complejo régimen jurídico al cual se encuentran sometidos los citados prestadores.  
IV. En este contexto, es necesario tener presente que el Consejo ha recibido diversas peticiones de clarificación, provenientes tanto del sector público como del privado, así como el hecho que en diversas intervenciones públicas llevadas a cabo por parte de representantes del Consejo se ha alcanzado el compromiso de elaborar y hacer públicos toda una serie de criterios de interpretación, especialmente en cuanto a el alcance y significado de conceptos como los de producción propia, programación original, emisión en cadena o sindicación de contenidos. Así mismo, es necesario tener presente el compromiso de esta institución de escuchar y ponderar el criterio y el papel de los diversos actores presentes y con intereses en este ámbito antes de adoptar los correspondientes criterios definitivos.
V. Uno de los medios utilizados por las diferentes autoridades de regulación, así como la propia Comisión Europea, de forma habitual, es el sometimiento de determinados proyectos de relevancia en sectores estratégicos a consulta pública. Este tipo de consultas que no se integran dentro de un procedimiento administrativo formalizado, permiten en cambio, y gracias a las posibilidades que las actuales tecnologías de la información y comunicación ofrecen, facilitar la transparencia y la participación de los varios sujetos interesados en el marco del proceso de formación de los criterios decisorios de los organismos públicos, especialmente en aquellos casos en que nos hallamos ante sectores que presentan, desde el punto de vista regulador, una especial complejidad. 
En definitiva, sin prejuicio que el Consejo ejercerá en su día las potestades que legalmente le corresponden en materia de interpretación y aplicación del correspondiente régimen jurídico concesional en relación con cada uno de los correspondientes prestadores, se ha considerado pertinente establecer, en el marco del presente procedimiento, y de forma general, los criterios de referencia. 
Por todo lo expuesto, el Pleno del Consejo del Audiovisual de Cataluña adopta los siguientes:
ACUERDOS
1.- Aprobar los Criterios de interpretación en relación con las obligaciones que integran el régimen de los prestadores del servicio digital terrestre de ámbito local en materia de programación original, producción propia, emisión en cadena y sindicación de contenidos que se anexa al presente Acuerdo como parte integrante del mismo. 
2.- Difundir dichos criterios mediante su publicación en la página web del Consejo.
Barcelona, 18 de marzo de 2008 
Josep M. Carbonell i Abelló



Dolors Comas d’Argemir i Cendra
Presidente





Consejera secretaria
CRITERIOS DE INTERPRETACIÓN DE LAS OBLIGACIONES QUE INTEGRAN EL RÉGIMEN DE LOS PRESTADORES DELS ERVICIO DE TELEVISIÓN DIGITAL TERRESTRE DE ÁMBITO LOCAL EN MATERIA DE PROGRAMACIÓN ORIGINAL, PRODUCCIÓN PROPIA, EMISIÓN EN CADENA Y SINDICACIÓN DE CONTENIDOS.
1. Introducción: Definición de conceptos
La interpretación correcta del amplio abanico de obligaciones de los sujetos prestadores del servicio de televisión digital terrestre de ámbito local, tanto públicos como privados, requiere de la autoridad de regulación, entre otras actuaciones, la elaboración de criterios que delimiten de forma adecuada toda un aserie de conceptos que aparecen tanto en la normativa aplicable como en las bases de adjudicación correspondientes, así como, en algunos casos, en el marco de las diferentes propuestas presentadas en el marco del concurso correspondiente. Es necesario tener presente, así mismo, tal y como veremos a continuación, que esta tarea de delimitación conceptual resultará especialmente útil y necesaria en aquellos casos en los cuales la norma correspondiente atribuye al Consejo la competencia para tomar determinadas decisiones destinadas a concretar las condiciones de aplicación de los citados conceptos.  
La primera tarea que es necesario llevar a cabo en este terreno consiste en identificar los conceptos en cuestión, así como comprobar hasta qué punto disponemos en estos momentos de una definición mínimamente esmerada. 
- Producción propia La definición de producción propia a efectos de la regulación de la comunicación audiovisual dentro del ámbito de competencias de la Generalitat de Cataluña la contiene el artículo 1 c) de la Ley 22/2005, de 29 de diciembre, de la comunicación audiovisual de Cataluña (LCA). Se trata de una definición amplia, que incluye, como veremos, conceptos diversos. Literalmente, el precepto define como producción propia “todos los contenidos audiovisuales cuya iniciativa y responsabilidad de grabación, o sus propiedad o derechos de explotación, corresponden al prestador de servicios de comunicación audiovisual que los difunde”. Podemos ver claramente como pel precepto incluye dentre del concepto de producción propia dos supuestos muy diferentes: Por un lado, los contenidos audiovisuales originariamente producidos por parte del prestador de servicios audiovisuales correspondiente, y de otro, los contenidos en los cuales, sin que se den las condiciones citadas anteriormente, el prestador ostenta de forma directa su propiedad o sus derechos de explotación. 
- Programación original.  Como veremos, se trata de un concepto que aparece de forma reiterada en los diferentes instrumentos ordenadores de la prestación del servicio que aquí nos ocupa. No obstante, y a efectos de lo que ahora nos interesa, no encontramos explicitada de forma expresa la definición de aquello que constituye la programación original de contenidos. Es necesario advertir, en este sentido, que la única alusión, en términos de definición, que nuestro ordenamiento hace al concepto citado se formula de forma negativa.  Concretamente, el apartado b de la disposición adicional trigésima de la Ley 62/2003, de medidas fiscales, administrativas y de orden social, señala: “No se considerarán programas originales aquellos que consistan en la mera reemisión de programas televisivos cuya difusión se haya realizado o se esté realizando por otro medio”. Si bien es cierto que una definición, como se ha dicho, en negativo, no siempre resulta un instrumento idóneo y adecuado, es necesario tener presente que esta es la única norma dentro de nuestro ordenamiento que contiene una caracterización mínima de aquello que constituiría la programación original. En consecuencia, y a pesar de las deficiencias en la redacción de la norma, será necesario ver qué consecuencias se pueden extraer desde el punto de vista de los objetivos del presente análisis. En este sentido, es necesario decir, en primer lugar, que se trata de un precepto que quiere delimitar el cumplimiento de determinados mínimos en materia de programación original respecto a la emisión de contenidos de forma coincidente (aunque no necesariamente simultanea) con otros prestadores: Recordemos que el precepto requiere que la programación original no consista en la mera reemisión de programas ya difundidos o que se estén difundiendo por otros medios. Dicho esto, es necesario tener presente, por una parte, que la expresión que se utiliza es la de mera reemisión, por lo cual será necesario plantearnos si es posible la existencia de casos en los cuales la difusión coincidente consista en algo más que la mera reemisión. Por otra parte, también es necesario tener presente que aquello que en principio excluiría la norma básica estatal es la reemisión de contenidos emitidos por parte de terceros, pero no los contenidos ya emitidos por el mismo prestador. 
- Emisión en cadena. El concepto de emisión en cadena aparece también de forma frecuente tanto en la diversa legislación aplicable como en las correspondientes bases reguladoras de la prestación del servicio, ya sea por parte de los públicos como de los privados. No obstante, resulta claro que la identificación correcta de aquello que constituye la emisión en cadena pasa, de entrada, por una lectura y una comprensión adecuadas de las previsiones que contiene la Ley del Estado 41/1995, de 22 de diciembre, de televisión local por ondas terrestres (LTL). Concretamente, el artículo 7 (apartados 1, 2 y 3) contiene las prohibiciones relativas a emitir o formar parte de una cadena de televisión por parte de los correspondientes prestadores del servicio de televisión local –de ámbito público o privado- y establece una serie de criterios para entender la concurrencia de supuestos de integración en una cadena o de emisión en cadena. En cuanto al primero, se establece que “se entenderá que forman parte de una cadena aquellas televisiones en las que exista una unidad de decisión, considerándose que esta unidad de decisión existe, en todo caso, cuando uno o varios socios, mediante la agrupación de acciones, ejerzan la administración de dos o más sociedades gestoras del servicio, posean en éstas la mayoría de los derechos de voto, o tengan derecho a nombrar o destituir a la mayoría de los miembros de sus respectivos consejos de administración”. En cuanto al segundo, y de forma particularmente interesante a efectos de lo que aquí es objeto de tratamiento, el legislador establece que es necesario entender que emiten en cadena “aquellas televisiones locales que emitan la misma programación durante más del 25 por 100 del tiempo total de emisión semanal, aunque sea en horario diferente”. En definitiva, el legislador pretende evitar, en el ámbito de la televisión local, la existencia de supuestos en qué, para decirlo de forma sintética, el prestador correspondiente renuncia a su propia capacidad editorial para integrarse dentro de una estructura superior en cuyo marco se definirá una parte significativa de su estrategia de acción e incluso de los contenidos a difundir. Por este motivo, se articula una doble prohibición: Por una parte, la relativa a integrarse, en términos organizativos, en una estructura superior en la cual exista unidad de decisión, y por otra, la relativa a la emisión en cadena propiamente dicha. En cuanto a esta última, dadas las dificultades de orden práctico que plantea la identificación de los supuestos en los cuales la emisión de los mismos contenidos responde a la existencia de una cadena propiamente dicha –en los términos de unidad de estrategia de acción citados más arriba-, el legislador establece, como hemos visto, un criterio estrictamente cuantitativo: existe emisión en cadena cuando hay coincidencia en los contenidos difundidos en más de un 25%. Esta previsión la reiteran el apartado 3 e) del artículo 32 (en cuanto a los prestadores públicos) y el apartado 2 e) del artículo 53 (en cuanto a los prestadores privados) de la LCA. Es cierto que la redacción del legislador catalán no es del todo precisa cuando habla de “un máximo del 25% de televisión de proximidad en cadena”. Ahora bien, la necesidad de interpretar la normativa catalana de forma no contradictoria respecto a la norma estatal, así como de forma coherente con aquello que prevé la misma LCA (en este sentido, consulte el apartado 3 f) del artículo 32, cuando atribuye al Consejo la potestad de establecer el porcentaje de programación en cadena bajo la forma de programación sindicada) no lleva a ninguna otra solución que no sea entender los preceptos citados como una reiteración y un recordatorio de aquello que prevé esta última. Por otra parte, y vale la pena advertirlo en este momento, el apartado 5 del artículo 7 de la LTL habilita a las comunidades autónomas competentes en materia de medios de comunicación para autorizar emisiones en cadena, de acuerdo con toda una serie de parámetros y requisitos que serán objeto de comentario más adelante. 
- Sindicación de contenidos. El concepto de sindicación de contenidos no aparece en la legislación estatal, sino exclusivamente referido en instrumentos diversos de ordenación de la materia en el ámbito de Cataluña. Cabe decir que se debe intentar recoger un determinado modelo de cooperación ya existente en el ámbito de la comunicación audiovisual de ámbito local, el cual seguramente no tiene parámetro de comparación con otras experiencias dentro del territorio del Estado. Sin prejuicio de las referencias a esta materia que contiene la LCA, para encontrar una definición mínimamente precisa del concepto sindicación de contenidos es necesario recurrir, en cuanto a los prestadores públicos del servicio de televisión local, a la Resolución PRE/2804/2005, de 27 de diciembre, por la cual se da publicidad al Acuerdo del 20 de septiembre de 2005, que establece a su vez el procedimiento de concesión de programas de televisión digital local en los municipios de Cataluña incluidos en las demarcaciones que establece el Plan técnico nacional vigente de la televisión digital local y el régimen jurídico de estas televisiones. Concretamente, el apartado 9 de las bases generales aprobadas por la citada Resolución, y en cuanto a las obligaciones referentes al contenido de la programación, señala que se entiende por sindicación de contenidos: “la emisión de programas (especialmente de servicio público) producidos o coproducidos por televisiones locales. Las televisiones locales autorizadas podrán decidir el número de programas que les suministra la estructura de servicios y el horario de emisión de estos, sin prejuicio de lo que dispone la disposición adicional trigésima de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre (...)”. Por otra parte, en cuanto a los prestadores privados correspondientes, es necesario hacer referencia a aquello que prevé el marco del Pliego de cláusulas administrativas particulares y de prescripciones técnicas que deben regir el procedimiento de adjudicación de la prestación, en régimen de gestión indirecta para particulares, del servicio público de televisión digital local, aprobado por el Gobierno de la Generalitat a fecha de 8 de noviembre de 2005. Concretamente, el apartado 26.2.9 define la sindicación de contenidos en términos prácticamente idénticos a los citados más arriba, con la omisión de la alusión a la naturaleza de servicio público de los contenidos correspondientes. Un elemento particularmente destacable en este contexto, y que afecta indistintamente a los prestadores públicos y privados del servicio que aquí nos ocupa es el relativo al hecho que, de acuerdo con los instrumentos de ordenación correspondientes, si bien el concepto de sindicación de contenidos haría referencia a algo diferente de la emisión en cadena en los términos que apuntan su caracterización, la rigidez de las definiciones realizadas por parte del legislador estatal obligarían a incluir dentro del concepto de emisión en cadena todas las emisiones coincidentes en más de un 25%, aunque estas fueran fruto de un esfuerzo de sindicación. Ahora bien, una vez dicho esto, es necesario no olvidar, por otra parte, que el órgano autonómico competente –en este caso, el Consejo- podrá autorizar el hecho de sobrepasar este límite siempre que las emisiones correspondientes respondan, precisamente, a una actividad sindicada en materia de contenidos. Esta es la conclusión que debemos extraer de la interpretación conjunta del apartado 5 del artículo 7 LTL juntamente con las bases reguladoras de la prestación del servicio, tanto en lo referente a prestadores públicos como a prestadores privados, cuando señalan que el Consejo “podrá autorizar, a solicitud de los gestores del servicio, la sindicación de contenidos, en más del 25% de sus emisiones, en atención a características de proximidad territorial y de identidades sociales y culturales de estas demarcaciones”. Por otra parte, el legislador ha reafirmado esta potestad del Consejo mediante el apartado 3 f) del artículo 33 y el apartado 2 f) del artículo 53 LCA. Es evidente, pues, que corresponde al Consejo no solo autorizar los supuestos que formalmente se deberían incluir dentro del concepto legal de emisión en cadena, sino que debe precisar el alcance específico de la actividad de sindicación de contenidos, dado que solo en estos últimos casos se podrá otorgar la citada autorización.  Si bien es cierto que en el marco ordenador de la prestación del servicio de televisión digital terrestre de ámbito local se ha hecho un primer esfuerzo de definición, a estos últimos efectos, del concepto de sindicación de contenidos, también lo es que esta definición genérica presenta aún un margen de indeterminación importante y, en definitiva, de inseguridad, que corresponde al Consejo completar y enmendar.  
2. Obligaciones de los prestadores en relación con los conceptos citados 
Una vez apuntados las características definitorias de los conceptos básicos alrededor de los cuales gira la presente problemática, cabe señalar cuales son las obligaciones concretas que, en el marco de la prestación del servicio de referencia, vinculan la prestación del servicio de televisión digital local tanto para los sujetos públicos como para los privados. 
A efectos sistemáticos, es necesario dividir estas obligaciones en tres grandes ámbitos. 
2.1. Obligaciones derivadas del ordenamiento jurídico vigente
a) Programación mínima/producción propia/programación original La LCA no establece obligaciones específicas en materia de porcentajes de producción propia y/o programación original que resulten vinculantes para los sujetos que aquí nos ocupan. La única obligación que la LCA establece de forma expresa es la relativa a la difusión de una programación mínima de cuatro horas diarias y treinta y dos semanales. No obstante, es necesario tener en cuenta, por una parte, la existencia de una norma bàsica estatal aplicable en esta materia: hablamos de la disposición adicional trigésima de la Ley del Estado 6”/2003, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y de orden social. Según este precepto, que amplía y concreta las obligaciones previstas en este sentido por el legislador autonómico, los prestadores del servicio de televisión digital local están obligados a emitir la citada programación mínima y, además, esta programación debe ser original y difundida en las franjas horarias que prevé el apartado 2 c) de la citada disposición.  Por otra parte, es necesario tener igualmente presente el hecho que estas previsiones son recogidas en el marco de los instrumentos de fijación de las bases ordenadoras de la prestación del servicio, tanto para los sujetos públicos como para los privados. En consecuencia, los prestadores del servicio que aquí nos ocupa están sujetos a la obligación de emitir, de acuerdo con las condiciones establecidas, un número mínimo de contenidos susceptibles de ser encuadrados dentro de la definición de programación original y a respetar igualmente toda una serie de franjas horarias.  
b) Emisión en cadena Ya hemos visto anteriormente como la LTL establece la prohibición de la formación de una cadena y de la emisión en cadena, definiendo ambas situaciones sobre la base de una serie de criterios. Está claro, pues, que, en primer lugar, los prestadores del servicio de televisión digital local se encuentran sometidos a la prohibición de formación de una cadena en los términos que prevé el apartado 2 del artículo 7 LTL y la propia legislación catalana. Ahora bien, por otra parte, en cuanto a la prohibición de la cadena vinculada a la emisión de contenidos a la cual se ha hecho referencia antes, ya hemos visto que su establecimiento en el marco de la normativa básica estatal iba acompañado de la habilitación en favor del órgano competente de la comunidad autónoma correspondiente para autorizar emisiones coincidentes en un porcentaje superior al límite legal del 25%, siempre que fueran fruto de un esfuerzo cooperativo de sindicación de contenidos. Así mismo, esta previsión ha sido recogida tanto por la LCA (apartado 3 f) del artículo 33 y apartado 2 f) del artículo 53) como por las bases ordenadoras de la prestación del servicio correspondientes. Por ora parte, es necesario no olvidar que sin prejuicio de los límites referidos hasta ahora, la disposición adicional trigésima de la Ley del Estado 62/2003, de 30 de diciembre, establece un límite añadido que actuará de forma general y que es necesario entender como vinculante para las comunidades autónomas. Se tata del límite relativo a la imposibilidad de difundir contenidos de manera simultánea durante un tiempo superior a las cinco horas diarias y, en cualquier caso, veinticinco semanales. Concretamente, es necesario entender que este criterio resulta vinculante incluso en aquellos casos en los cuales, de acuerdo con lo que se expondrá aquí, los prestadores emiten contenidos bajo la consideración de programación sindicada. No obstante, y sin prejuicio de lo anterior, en aquellos supuestos donde los prestadores correspondientes pretendan emitir acontecimientos de especial relevancia e interés desde el punto de vista del acceso de los ciudadanos a la información, y con independencia de la tecnología efectivamente utilizada, se constate la existencia de una imposibilidad material de emitir mediante señales diversas, no se considerará que la retransmisión coincidente de los mismos entra dentro del concepto legal de emisión simultánea.
2.2. Obligaciones derivadas de los compromisos adquiridos, si proceden, en la oferta presentada en el marco del procedimiento de adjudicación.

Como es sabido, los compromisos que constan en el marco de la oferta presentada por el licitador que finalmente se convierte en el adjudicatario del título correspondiente, de forma particular aquellos que han sido objeto de valoración en el sino del concurso, se incorporan al conjunto de normas y límites que rigen la futura prestación del servicio. Es necesario hacer referencia a las obligaciones que dentro de este ámbito pueden incidir en la materia que nos ocupa.
a) Porcentajes de sindicación de contenidos

En el marco de las ofertas presentadas por los licitadores que finalmente se han convertido en adjudicatarios –particularmente en el ámbito de la gestión privada del servicio- se observa, en algunos casos, el compromiso relativo a la emisión de contenidos fruto de una actividad de sindicación en un porcentaje determinado de la programación. Sin prejuicio de la obligación legal de programación mínima original, este porcentaje se convierte, como consecuencia de su inclusión en la oferta correspondiente, en una obligación derivada del título habilitante. Esto sucede tanto en relación con los supuestos en los cuales esta programación sindicada representa una proporción inferior al 25% como en aquellos en los que la supera. En cuanto a estos últimos, es necesario entender que el Consejo, en la medida que en su momento emitió el informe vinculante correspondiente relativo a la adjudicación de la concesión a favor del adjudicatario, acepta y autoriza el porcentaje de programación sindicada contenido en el proyecto presentado, a los efectos de aquello que prevé en este sentido la normativa básica estatal y autonómica. En cualquier caso, queda en manos del Consejo la potestad de verificar que nos encontramos efectivamente ante supuestos de sindicación de contenidos, sobre las bases de los criterios que se señalarán después. 
b) Programación mínima/producción propia/programación original

De la misma manera que se acaba de señalar en el apartado anterior en relación con la sindicación de contenidos, es posible que en el marco de la oferta presentada por los sujetos que finalmente se han convertido en adjudicatarios, y respetando siempre los requerimientos y los mínimos que establece la normativa vigente, estos hayan asumido, a través del proyecto presentado, toda una serie de compromisos en materia de programación mínima, programación original y, más ampliamente, en cuanto al porcentaje de producción propia que conformará sus contenidos. Es evidente que estos compromisos conforman el régimen al cual se somete la prestación del servicio por parte del operador correspondiente. 
2.3. Obligaciones derivadas de las decisiones adoptadas por el Consejo como autoridad de regulación. 

Producción propia/sindicación de contenidos/programación original. 
Tal y como se ha señalado anteriormente, y de acuerdo con la normativa vigente aplicable, el Consejo del Audiovisual de Cataluña tiene conferida la potestad –e incluso podríamos decir que la obligación de pronunciarse entorno a dos grandes aspectos definidores del régimen de la prestación del servicio de televisión digital local público y privado. 

En primer lugar, corresponde al Consejo autorizar las emisiones en cadena, entendiendo como tales los supuestos de coincidencia en relación a los contenidos emitidos en un porcentaje superior al 25% legalmente establecido. No obstante, es necesario insistir en el hecho de que estas emisiones solo puedan ser autorizadas en aquellos supuestos que respondan a una estrategia de sindicación de contenidos. Este último es un límite claramente establecido por el legislador y que es imprescindible respetar. Asimismo, es necesario no olvidar que esta autorización del Consejo puede producirse de forma expresa, con posterioridad a la adjudicación de los títulos habilitantes, o bien de forma implícita,  como ya se ha mencionado, en esos supuestos en que el porcentaje de sindicación de contenidos se hiciera constar de forma clara en el marco de la oferta de aquellos que finalmente se han convertido en adjudicatarios. En cualquier de los dos casos, es evidente que a los efectos de ejercer las competencias correspondientes, de autorización en el primer caso y de control en el segundo, el Consejo debe clarificar con precisión cuál es el concepto de sindicación de contenidos de cual se parte. 

La sindicación de contenidos requiere participar en un esfuerzo cooperativo y a la vez conservar de manera efectiva el control editorial sobre los contenidos emitidos por parte del prestador correspondiente. El Consejo entenderá la concurrencia de este concepto cuando nos encontremos ante un conjunto de prestadores del servicio de televisión que han sumado sus esfuerzos con el fin de producir muchos contenidos, los cuales, de forma individual y en ejercicio de la responsabilidad editorial, son queridos como propios.  Hay sindicación de contenidos, en definitiva, cuando el prestador correspondiente contribuye, de formas que a priori podemos entender como diversas, en elaborar toda una serie de contenidos los cuales la plataforma correspondiente pondrá a su disposición con el fin de que los emita. En cualquier caso, solo nos encontramos ante supuestos de sindicación de contenidos cuando esta disponibilidad no suponga que el prestador correspondiente asuma compromisos que limiten su margen de libertad editorial en relación a los contenidos concretos a difundir. En definitiva, en los casos de sindicación de contenidos, la estructura correspondiente se encuentra al servicio y a la disposición de los prestadores y no al revés. 

Contrariamente, y a los efectos de lo que tratamos aquí, no existirá sindicación de contenidos en aquellos casos en que exista una unidad de acción, implícita o explícita, entre prestadores diversos, de tal forma que la estrategia de definición de los contenidos, así como, en definitiva, la decisión respecto a la difusión de estos contenidos sea adoptada por una instancia o estructura superior a los prestadores mencionados, la cual deberá ser ejecutada por parte de estos últimos sobre la base de la existencia de un vínculo o compromiso, implícito o explícito, en este sentido. No obstante, cabe advertir que si bien es cierto que la distinción entre sindicación de contenidos i cadena se basa principalmente en el grado de respeto de la libertad editorial de los prestadores por parte de la estructura de servicios correspondiente, eso no puede servir en ningún caso para exceptuar la responsabilidad legal en relación con los contenidos difundidos, que corresponde, en cualquier caso, a los prestadores de servicios de comunicación audiovisual. 

Dicho lo anterior, y en relación a los supuestos en que los prestadores integrados dentro de una determinada demarcación no hubieran establecido en su momento el porcentaje de sindicación de contenidos correspondiente, está claro que corresponde al Consejo determinarlo, en cualquier caso sobre la base de la conceptuación acabada de llevar a cabo. Es necesario decir que esta tarea, es decir, la determinación del porcentaje correspondiente, solo ser podrá llevar a cabo demarcación por demarcación, en vista de las características demográficas y de mercado, así como de las posibilidades que los prestadores de los cuales se trate se incorporen dentro de una estructura que verdaderamente responda a las características propias de la sindicación de contenidos. Se trata, pues, de una decisión que deberá ser adoptada por el Consejo antes del inicio legal de la actividad de prestación correspondiente. 

En segundo lugar, es necesario que, sin salir de la problemática general aquí mencionada, el Consejo aborde igualmente una cuestión de especial interés con vista a la delimitación correcta y clara del régimen de derechos y obligaciones al cual están sometidos los prestadores del servicio. Se trata de determinar en qué tipo de supuestos y sobre la base de qué parámetros un determinado porcentaje de la programación emitida en el marco de un esfuerzo de sindicación de contenidos, o incluso de cadena, puede ser imputado al cómputo mínimo de producción propia i/o programación original. 

De manera prioritaria, y en vista del régimen vigente aplicable a la prestación del servicio de televisión local digital, cabe determinar hasta que punto la participación en la producción sindicada de contenidos puede computarse como programación original del prestador correspondiente. 

Esta es una cuestión con cierto grado de complejidad puesto que, como ya hemos visto, la normativa y las previsiones aplicables establecen los correspondientes mínimos en materia de programación original a través de la fijación de un determinado número de horas diarias y semanales.

Se ha advertido anteriormente que el legislador básico estatal, a la hora de establecer unos parámetros conceptuales mínimos con vista a delimitar el concepto de programación original, excluía los supuestos que consistieran en una mera reemisión de contenidos. En este sentido, es necesario llevar a cabo en este momento una argumentación que sea coherente con el resto de conceptos perfilados hasta ahora. 

Concretamente, y en primer lugar, si hemos sostenido que la emisión de contenidos como consecuencia de un esfuerzo de sindicación no consiste en la mera difusión de algo subministrado por parte de un tercero, sino que es fruto de una decisión editorial compartida, parece evidente que el hecho que los prestadores correspondientes emitan contenidos en el marco de una red de sindicación no se puede considerar, pese a la más que posible coincidencia, una actividad de mera reemisión y, por tanto, aliena al concepto de programación original. Dicho de otra forma, la emisión de contenidos sobre la base de un criterio editorial propio y como consecuencia de la participación correspondiente (sea cual sea el formato) en el proceso de concebirlos y elaborarlos entra dentro del concepto legar actualmente vigente y aplicable de programación original. Cualquier otra conclusión, cabe insistir en ello, no seria coherente con la interpretación llevada a cabo hasta ahora. 

Dicho esto, también cabe advertir de que la interpretación anterior no podría cubrir, de la misma forma, aquellos supuestos en que la programación original sea objeto de las reemisiones correspondientes del prestador mismo. Atribuir este carácter de programación original a cualquier reemisión de programas a los cuales inicialmente era necesario atribuir esta condición solo podría ser el fruto de una interpretación desproporcionada de la norma, así como complemente alejada de su finalidad. A pesar de todo, el Consejo es consciente que la difusión de un mismo contenido en franjas horarias diferentes puede conllevar, en determinados supuestos, un efecto beneficioso tanto en lo referente a la persona espectadora (a la cual se le ofrecen posibilidades diversas de gozar de un mismo contenido) como al prestador correspondiente (en la medida que la posibilidad de ofrecer un contenido de especial calidad e interés en franjas horarias diferentes le permite consolidar su audiencia). 

En consecuencia, el Consejo ve necesario establecer un criterio de imputación de un porcentaje del tiempo de redifusión de un determinado contenido en el cómputo correspondiente a la programación original (y/o incluso a la producción propia) mínima, concretamente, y en términos generales, correspondiente al 25%. No obstante, será necesaria respetar algunos límites tanto desde el punto de vista del periodo de redifusión (en un tiempo máximo de una semana) como por lo referente al número de repeticiones de la emisión del contenido en cuestión (un máximo de tres). 

Por otra parte, sin prejuicio de lo anterior y en vista de una buena parte de las alegaciones presentadas durante la fase de consulta pública de estos criterios, es necesario introducir algunas precisiones en esta materia. Por parte de un buen número de prestadores se ha puesto de manifiesto la necesidad de tener particularmente en cuenta las dificultades que plantea la emisión de programación original durante los fines de semana y durante el llamado periodo estival (que comprende desde el 15 de julio hasta el 15 de septiembre). En vista de eso, el Consejo imputará al cómputo de programación original en un porcentaje del 50%, las reemisiones llevadas a cabo durante los fines de semana, y al 100% las llevadas a cabo durante el periodo estival, siempre y cuando tengan lugar, todas ellas, durante las franjas horaria legalmente previstas. En estos casos, como es evidente, no seria aplicable la exigencia que la reemisión se llevase a cabo a lo largo de la misma semana, pero si el límite máximo de tres reemisiones. De la misma forma, y en aquellos supuestos en que nos encontramos ante la emisión, dentro de las franjas horarias legalmente previstas, y a lo largo de un máximo de veinticuatro horas respecto a la primera emisión de noticias y acontecimientos con un claro interés para la comunidad local según el parecer del Consejo, esta difusión computará al 100% como programación original, pese a que la primera emisión ya haya tenido lugar previamente y en un horario diferente. Finalmente, el Consejo considera también necesario tener en cuenta el esfuerzo de programación original llevado a cabo en aquellos supuestos en que, dentro de un programa contenedor consistente de manera principal en una película o documental, se incluye, igualmente, un comentario o un debate a propósito de estos. A estos efectos, se computarán estos fragmentos como programación original, siempre y cuando el programa haya sigo emitido, en su mayor parte, dentro de una de las franjas legalmente previstas a este efecto.

Por el contrario, aquellos supuestos en que la emisión simultanea o coincidente de contenidos sea el mero resultado de la integración del prestador correspondiente en una cadena no sindicada, en los términos en que eso ya ha sido aceptado, esta actividad no se podrá meter nunca o computar en el marco de las obligaciones legales en materia de programación original mínima, puesto que en este caso concurrirían elementos suficientes para considerar que la actividad del prestador correspondiente si que consistiría en una mera reemisión de contenidos ya difundidos o que se estuvieran difundiendo por otro medio. 

Finalmente, es necesario añadir que, como se ha dicho, es posible que en el marco de la fase de licitación, y como consecuencia de la adjudicación correspondiente, los prestadores (sobretodo en este caso, prestadores privados) hayan asumido determinados compromisos en materia de producción propia, compromisos que les serán exigibles no ya por imperativo legal, sino como obligación derivada del régimen concesional correspondiente. En este contexto, y sin prejuicio de los términos en los cuales la LCA define el concepto de producción propia, resulta pertinente plantear la posibilidad que determinados esfuerzos de coproducción (en el sentido amplio del término) puedan ser incluidos y computados en el marco de la citada obligación.  
En primer lugar, el Consejo podrá entender que la cuota de participación, sea cual sea la modalidad (contenidos disponibles para su emisión, prestación económica, facilitación de determinadas infraestructuras, capacidades y recursos, etc.) del prestador correspondiente en la elaboración de la programación emitida y originada en el marco de una estructura de sindicación de contenidos, se traduzca en un porcentaje aplicable a los cómputos que sean exigibles como consecuencia de los compromisos correspondientes que el adjudicatario ha asumido durante la fase de licitación, en referencia, insistimos, a la producción propia. 
Por otra parte, en los supuestos en los cuales un determinado prestador se integre dentro de una estructura que, sin responder a los parámetros propios de la sindicación de contenidos, mantenga una unidad de acción que se traduzca en la emisión coincidente de determinados contenidos (naturalmente, en estos casos siempre por debajo del límite del 25%) y exista un cierto grado de contribución del prestador a la producción de estos contenidos, el Consejo también podrá imputar el porcentaje de participación en la producción correspondiente, en relación con el cómputo en materia de producción propia, en los casos en los cuales esto sea necesario. 
3. Conclusiones
1. Los prestadores del servicio de televisión digital local tienen la obligación de emitir una programación mínima de cuatro horas diarias y treinta y dos semanales, con la condición añadida que esta programación debe tener, además, carácter original, sin prejuicio de los compromisos adquiridos en el marco del procedimiento de adjudicación. 

2. Los prestadores del servicio de televisión digital local tienen la obligación de respetar el límite legal del 25% en cuanto a la programación en cadena, sin prejuicio de los compromisos adquiridos en el marco del procedimiento de adjudicación. 

3. Los prestadores del servicio de televisión digital local pueden sobrepasar el citado límite legal del 25% en aquellos casos en que la programación correspondiente responda al concepto y las características de la sindicación de contenidos y haya sido objeto de autorización implícita (en el marco del informe vinculante correspondiente) o explícita por parte del Consejo. Ene ste último caso, corresponde al Consejo emitir la autorización correspondiente de acuerdo con los criterios fijados en el marco de cada una de las demarcaciones, y a partir de factores como el número de prestadores, la población a servir o las estructuras de sindicación preexistentes en el territorio. 
4. La emisión, por parte de un prestador, de determinados contenidos como consecuencia de haberse integrado en una estructura de sindicación, no debe impedir considerar el cómputo íntegro de estos contenidos dentro del porcentaje de horas de programación original que establece la normativa vigente. Igualmente, el Consejo podrá imputar, en el citado cómputo, un porcentaje del tiempo de redifusión de un determinado contenido, de acuerdo con los diversos criterios citados a lo largo de la parte expositiva y acogiendo en buena medida las propuestas formuladas en el marco de la consulta pública llevada a cabo.  Así mismo, la contribución de los prestadores del servicio de televisión digital local tanto en referencia a las estructuras o plataformas de sindicación como incluso, en algunos casos, a cadenas propiamente entendidas, podrá ser objeto de cómputo proporcional en relación con hipotéticos compromisos adquiridos sobre porcentajes de producción propia dentro de la programación. 
Barcelona, 18 de marzo de 2008 
Voto particular que presenta el consejero señor Jaume Serrats i Ollé, vicepresidente del Consejo, con el cual discrepa de una parte del Acuerdo 34/2008, adoptado por el Pleno del Consejo del Audiovisual de Cataluña en la sesión del 18 de marzo de 2008.
Este consejero, una vez realizada la lectura del nuevo Documento aprobado por el Pleno del Consejo mediante el Acuerdo 34/2008, que ha valorado las alegaciones presentadas, y tras haber comprobado que alguno de los pasajes que dieron lugar a su anterior discrepancia no ha sido modificado, se ve obligado a mantener en parte el voto particular que ya manifestó en la sesión del Pleno de 14 de marzo de 2007, que aprobó el Acuerdo 83/2007, en el siguiente aspecto:
Las programaciones comunes en emisión simultánea
El consejero firmante manifiesta su discrepancia sobre la interpretación legal que el Documento hace de los límites a la emisión en simultáneo de programaciones comunes por parte de una o más televisiones.
El nuevo Documento no ha modificado ninguno de los argumentos sobre emisiones en cadena de manera simultánea, que ya se exponían en el Documento que se presentó a consulta pública, a pesar de existir alegaciones que han argumentado la procedencia de la revisión. Por tanto, este consejero reitera lo que entonces ya manifestó mediante su voto particular.
El nuevo Documento mantiene el redactado anterior, cuando dice:
“Por ora parte, es necesario no olvidar que sin prejuicio de los límites referidos hasta ahora, la disposición adicional trigésima de la Ley del Estado 62/2003, de 30 de diciembre, establece un límite añadido que actuará de forma general y que es necesario entender como vinculante para las comunidades autónomas. Se trata del límite relativo a la imposibilidad de difundir contenidos de manera simultánea durante un tiempo superior a las cinco horas diarias y, en cualquier caso, veinticinco semanales. Concretamente, es necesario entender que este criterio resulta vinculante incluso en aquellos casos en los cuales, de acuerdo con lo que se expondrá aquí, los prestadores emiten contenidos bajo la consideración de programación sindicada”.
Es necesario añadir, además, que el nuevo Documento añade una excepción en el concepto de emisión simultánea, cuando dice:
“En aquellos supuestos en los cuales los prestadores correspondientes pretendan emitir acontecimientos de especial relevancia e interés desde el punto de vista del acceso de los ciudadanos a la información, y con independencia de la tecnología efectivamente utilizada, se constate la existencia de una imposibilidad material de emitir mediante señales diversas, no se considerará que la retransmisión coincidente de los mismos entre dentro del concepto legal de emisión simultánea”.
Este nuevo párrafo, de entrada, obliga a una apreciación meramente subjetiva sobre qué son “acontecimientos de especial relevancia”; pero sobretodo, para el consejero firmante no parece procedente la exención, ya que prevé que en determinados supuestos las televisiones locales se encaminen hacia funciones de una televisión autonómica, alterando su naturaleza y, en todo caso, sin base legal que lo justifique.   
En cambio, este consejero discrepa del límite general de emisión en simultáneo, que el Documento imponía y sigue imponiendo a los prestadores, porque aquí sí que entiende que existen interpretaciones legales que permiten superar esta limitación de emisión simultánea, que si nos atenemos a la exposición del Documento, restringiría prácticamente las emisiones simultáneas de programaciones comunes para dos o más televisiones locales, a una media diaria de solo tres horas y treinta minutos, consecuencia de repartir la limitación de 25 horas semanales entre los siete días de la semana.
Imponer esta limitación condiciona de manera muy sensible la viabilidad económica de las televisiones locales de titularidad privada y, por tanto, acabaría afectando al Acuerdo 208/2006, de 21 de junio, aprobado de manera unánime por el Consejo, mediante el cual se asumen los criterios básicos que inspiraron el marco regulador aplicable al concurso de la TDT local privada, de los cuales el segundo, bajo el título “Los grupos audiovisuales en Cataluña”, entre otros establece:
“En este proceso concesional, uno de los aspectos que ha sido necesario tener en cuenta y que también se desprende del propio pliego de cláusulas administrativas es el de fortalecer el sector industrial en Cataluña para conseguir grupos o redes audiovisuales con una dimensión que las dote de capacidad de invertir en los diferentes sectores que incluye la producción audiovisual. En este sentido, la televisión local debe poder asentarse sobre los grupos o redes audiovisuales en Cataluña para competir con las otras ofertas audiovisuales que se ofrecen en Cataluña. En consecuencia, la articulación de los licitadores en redes o grupos empresariales que producen sinergias o que constituyen plataformas de cooperación es un elemento importante a considerar, en la medida que introduce en este proceso garantías adicionales de sostenibilidad de los proyectos, teniendo en cuenta el incremento de oferta que supone la digitalización y el mayor número de operadores que deben competir en el mercado audiovisual”.
¿Qué interpretación legal permite obviar la limitación que impone el Documento? A mi entender, esta:
El artículo 7 de la Ley del Estado 4º/1995, de 22 de diciembre, de televisión local por ondas terrestres (LTL), que se presenta bajo el títu8lo “Prohibición de emisión en cadena” establece, en su apartado 3, que: “Se entenderá que emiten en cadena aquellas televisiones locales que emitan la misma programación durante más del 25 por 100 del tiempo total de emisión semanal, aunque sea en horario diferente”. Por lo tanto, queda claro que hasta un 25% de emisión de programaciones comunes no se produce legalmente una emisión en cadena; dicho de otra forma: Si nos situamos en una programación diaria de veinticuatro horas, dos o más televisiones locales pueden emitir programaciones comunes hasta un máximo de seis horas sin que sean consideradas legalmente emisión en cadena.
Es decir, ocho años después, cuando la Ley del Estado 62/2003, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y de orden social, incluye la disposición adicional vigésima (DA 30) bajo el título: “Obligaciones de programación y limitaciones a la emisión en cadena de los servicios de televisión”, donde se incorpora, en cuanto a la segunda parte del título, una limitación de cinco horas diarias y veinticinco semanales a la emisión simultánea de programas comunes, que equivale a una media diaria de tres horas y treinta minutos. Pero es necesario hacer notar que esta limitación se refiere expresamente a la emisión en cadena, no a la totalidad de la programación. Por lo tanto, este consejero entiende que dos o más televisiones, si seguimos con el ejemplo de un día entero de programación, pueden emitir programaciones comunes en emisión simultánea una media diaria de hasta un máximo de nueve horas y treinta minutos, resultantes de sumar al reconocido tramo libre de las seis horas la limitación de la media de tres horas y treinta minutos en el tramo que legalmente se califica de emisión en cadena.
Por otra parte, si nos acercamos al tema a través de la normativa catalana, es necesario precisar que el apartado 5 del mismo artículo 7 LTL establece: “La Comunidad Autónoma competente […] podrá autorizar […] emisiones en cadena en atención a características de proximidad territorial y de identidades sociales y culturales de dichos municipios.” 
Y en aplicación del artículo anterior, la Ley 22/2005, de 29 de diciembre, de la comunicación audiovisual de Cataluña, (LCA) permite emitir a los operadores públicos mediante el apartado 3 E) del artículo 32, y a los operadores privados mediante el apartado 2 e) del artículo 53: “un máximo del 25% de programación de televisión de proximidad en cadena”. 
Por lo tanto, el legislador catalán, de manera clara, faculta a los operadores locales para que, siguiendo el ejemplo de una programación diaria de veinticuatro horas, en el tramo que supera aquellas seis horas que no son legalmente cadena, es decir, en las dieciocho horas restantes, dos o más televisiones, a pesar de haber utilizado el tramo libre de las seis horas para emitir programaciones comunes en simultáneo, puedan seguir emitiendo estas programaciones comunes hasta un máximo del 25% del tramo de cadena, es decir, cuatro horas y treinta minutos –siempre que sus contenidos sean calificados de proximidad de acuerdo con los criterios que establece en Consejo-, de las cuales hasta tres horas y treinta minutos se pueden emitir en simultáneo.
Ofrecer programaciones comunes, pero no en simultáneo, en el resto del tiempo diario de programación requerirá la autorización del Consejo, que podrá concederla si los contenidos responden a la definición de la sindicación de contenidos, es decir, deben ser coproducciones entre televisiones locales, y siempre que se respeten las cuatro horas diarias y las treinta y dos semanales de programación original (igual a una media de cuatro horas y treinta minutos diarios), de las cuales cuatro “se deben emitir necesariamente entre las 13 y las 16 horas y entre las 20 y las 23 horas y deberán corresponder a contenidos relacionados con el ámbito territorial de cobertura del servicio de difusión para el cual tengan atribuida la licencia” según la D.A. 30 de la Ley citada anteriormente, que en este punto refuerza el principio de proximidad que es el signo de identidad de las televisiones locales.
En conclusión, este consejero, con su voto particular, discrepa de la interpretación restrictiva que sigue haciendo el nuevo Documento sobre el alcance de las programaciones comunes en emisión simultánea, porque entiende que su lectura no se corresponde con una interpretación sistemática de la normativa vigente y afecta a la viabilidad económica de la TDT local privada.
Por todo esto, el consejero señor Jaume Serrats i Ollé, vicepresidente del Consejo del Audiovisual de Cataluña, presenta este voto particular que discrepa del acuerdo mayoritario y pide que se incorpore al texto aprobado, tal y como establece el apartado 3 del artículo 27 de la Ley del Estado 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento administrativo común.
Barcelona, 18 de marzo de 2008 
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